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1. Planteo de la cuestión

Cuando éramos estudiantes, hace unos cuantos años atrás, los profesores de derecho constitucional solían enseñarnos una clasificación que aparecía como sustancial. En las constituciones había dos tipos de cláusulas: unas eran operativas y las otras programáticas.

Las primeras podían aplicarse de manera directa, en tanto las segundas, requerían complementos reglamentarios previos. El ejemplo por antonomasia de estas últimas era el derecho a una vivienda digna.

De modo similar, en la actualidad debemos interiorizarnos sobre la existencia de núcleos duros u otras terminologías aplicables.

El problema, en realidad, siempre gira sobre la forma en que los derechos económicos y sociales pueden dejar de ser simples deseos, para permitir su concreto goce por los seres de carne y hueso, cuando éstos denuncian su incumplimiento.

Al mismo tiempo, debemos considerar que si bien el principio de división de poderes establece límites que es necesario conservar, lo cierto es que también permite que se diluya la responsabilidad entre los diferentes órganos de gobierno. En efecto, éstos suelen excusarse y ceñirse a aclarar porqué, en su caso, les resultaba imposible dar respuesta satisfactoria al dilema planteado.

Podemos agregar también al menos dos características del abordaje político del tema: una se refiere a que cada funcionario pretenderá empezar de cero su tarea, luego de criticar todo lo que haya hecho el anterior. La otra, a considerar que como los recursos son finitos, las necesidades infinitas, y vivimos desde hace muchos años en emergencia
, no se puede exigir que se cumplan en forma concreta esta clase de derechos.

En efecto, ante cada cambio de gobierno, los primeros tiempos son de diagnóstico, luego vienen los programas y proyectos, más tarde las promesas electorales y las urgencias a tales fines, las “justificaciones” respecto de la herencia recibida, etc.

También podemos recordar algunas consideraciones habituales sobre el tema, tales como: que cada uno debe proveerse a sí mismo las fuentes de su subsistencia, que el  Estado no puede regalar casas a todos los habitantes, que antes que este tipo de derechos hay otros más urgentes para proteger, tal como la salud, etc.

De esta manera será muy difícil llegar a esos seres de carne y hueso. 

Sin embargo, estas personas existen y ocurre que se presentan ante los jueces a reclamar que se respeten sus derechos.

Se encuentran en total desamparo, “en la calle” o en “situación de calle” -como eufemísticamente dicen algunos reglamentos que pretenden tornar operativo este derecho-, y es nuestro deber preguntarnos qué tenemos que hacer. ¿Sería correcto usar alguna de las consabidas excusas o por el contrario, se puede de alguna manera más racional componer el conflicto y dar algún tipo de respuesta positiva al reclamo?

Si bien es cierto que cada uno debe proveerse a su subsistencia y a la de su familia, ¿no deberíamos pensar qué se puede hacer en economías en crisis, con altísimos grados de exclusión social y desempleo?

Si no se tiene siquiera un lugar donde dormir, o comer, o asearse ¿qué perspectivas de conseguir trabajo, conservar la salud o educar a sus hijos, tendrán hoy quienes efectúan su reclamo?

En este contexto, queremos indagar cuál es el rol que debe cumplir cada uno de los órganos del Estado y la sociedad toda, en este siglo XXI.

2. Las constituciones modernas. La reforma de 1994 y la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

La Constitución de 1853, como todas las de su época, consagró en su primera parte derechos y garantías individuales y fijó límites a los poderes públicos. Se configuró así, el Estado de derecho.

Luego, fueron surgiendo aquellos llamados de segunda generación que involucraban cuestiones económicas y sociales. La Declaración Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en especial el Pacto internacional que los reconocían de modo expreso, y que fueran suscriptos por nuestro país, son muy claros al respecto.
 Allí aparece mencionado el derecho a una vivienda adecuada.

Al modificarse la norma fundacional en 1957 e incorporar el artículo 14 bis, se lo elevó -ya sin discusiones sobre monismos o dualismos- a la máxima categoría normativa.

La reforma de 1994 al reconocer los denominados “nuevos” derechos
, establecer en forma expresa garantías como las del amparo
 y, en especial, al constitucionalizar los tratados internacionales en la forma en que lo dispone el artículo 75 inciso 22,
 parece marcar un camino tendiente a que se consoliden los anteriores.

Pero por sobre todas las cosas, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta indispensable estudiar su Constitución, que fuera popularmente calificada como “progresista”
.

En su texto, no sólo dedica capítulos completos, de varios artículos para regular estos temas, sino que detalla y requiere acciones positivas para llevarlos a la práctica.

Por ende, entendemos que aún cuando pudiera considerarse que lo dispuesto en la ley fundamental de la República no basta para tornar operativo el derecho a una vivienda digna, no sería factible mantener esta creencia con respecto a la de la Ciudad de Buenos Aires.

Esta norma nos parece un punto de inflexión –al menos, si no un desarrollo más preciso- de lo establecido por las cláusulas de nuestra Carta Magna y el derecho supranacional.

2.1. La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

En la Ciudad de Buenos Aires, las normas que enuncian  derechos, garantías y principios constitucionales, vinculados al tema de la vivienda, lo relacionan con la dignidad, la igualdad, la promoción de un desarrollo equilibrado, el planeamiento y gestión del ambiente urbano y, en especial, a la salud integral.
 

En ese contexto, regula luego de manera pormenorizada lo referido al hábitat, al que dedica un capítulo completo.

De este modo, una vez reconocido el derecho “a una vivienda digna y un hábitat adecuado”, diferencia tres tipos especiales de cuestiones.

Para la primera de ellas utiliza una forma imperativa al expresar que “resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y de servicios”... Es decir que, debe hacerlo.

Pero no se detiene allí, sino que también ordena efectuarlo “dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos”.

La segunda se refiere a “auspiciar” y “promover” diferentes herramientas para lograrlo, tales como incorporar inmuebles ociosos, formular o apoyar planes autogestionados, recuperar viviendas precarias, etc.

La tercera enuncia una facultad regulatoria vinculada a los establecimientos que brindan alojamiento temporario.

Sin embargo, entendemos que resulta fundamental en la interpretación de estos derechos lo dispuesto en el artículo 10 de la CCABA, que nos parece complementaria y definitoria, cuando expresa que: “Rigen todos los derechos, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, las leyes de la Nación y los tratados internacionales ratificados y que se ratifiquen. Estos y la presente Constitución se interpretan de buena fe. Los derechos y garantías no pueden ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación y ésta no puede cercenarlos.”

De allí que adquiera relevancia lo regulado en el PIDESC y la normas que citáramos en las notas al pié al comenzar este mismo capítulo, pues es uno de los pactos internacionales mencionados en el artículo 75 inciso 22 de la Carta Magna, junto a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

Recordamos entre sus principales disposiciones el reconocimiento del derecho a una vivienda adecuada (al que relaciona también con el desarrollo de la seguridad social) y una mejora continua de las condiciones de existencia. Por ende, tal como expresaremos en los desarrollos posteriores, rige el principio de progresividad y no regresividad en esta materia.

Ordena también que ello se concrete al establecer que “Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho”. De teste modo, por ejemplo, el Poder Judicial podría controlar que no se hubiere tomado ninguna, o que las adoptadas no respetaran esta mejora continua, sino que retrotrajeran la situación existente a niveles de mayor indignidad que el que un habitante de la Ciudad estuviera sufriendo.

En el caso en análisis ya se dijo que: “De lo expuesto se colige que el constituyente ha tenido en miras garantizar preferencialmente los derechos de las personas de los sectores sociales más desprotegidos, y ha impuesto al Estado la carga de promover las políticas públicas tendientes a excluir paulatinamente la pobreza y las situaciones que constituyen un verdadero obstáculo para el efectivo desarrollo de la persona. En otras palabras, deberá tomar acciones positivas para cumplir tales fines, dentro de sus posibilidades presupuestarias y técnicas y en el marco de razonabilidad que debe imperar en todos los actos de gobierno por mandato constitucional (art. 28 CN).”

3. El origen del caso “ramallo”. 

Apenas puestos en funcionamiento los tribunales contencioso administrativos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
, ocurrieron una serie de hechos que desataron un conflicto masivo entre personas que se encontraban amparadas por diversos programas sociales del Gobierno local.

Si bien cada caso es diferente, existía una realidad susceptible de ser descripta en términos generales y que presentaba varias paradojas.

Había miles de personas (solas o en familia) que recibían beneficios sociales tales como subsidios, alojamiento en hoteles, etc., a los que accedieron por encontrarse en situaciones críticas.

Por ende, no puede decirse que carecían de ayuda del Estado para transitar la emergencia.

La mayoría de estos auxilios, estaban previstos para supuestos excepcionales, tales como: incendio, inundación, desmoronamiento, etc. Por esa razón los plazos eran breves (15 días, por ejemplo)..

No obstante, muchas de las familias permanecían en esos lugares desde hacía varios meses. Algunas de ellas habían ingresado uno, dos o más años antes. Entre otras causas, la realidad económico-social imperante (que no era ni es privativa de la Ciudad de Buenos Aires) desvirtuaba el sistema.

Sin embargo, no era la brevedad de los plazos lo más dramático, sino que tal calificativo alcanzaba a un conjunto de circunstancias difíciles de reunir en un solo caso.

Los hoteles, diseminados en diferentes puntos de la urbe, en su gran mayoría, no reunían los requisitos mínimos para que pudieran ser considerados como vivienda digna. Incluso, algunos tenían órdenes de clausura —aunque sin ejecutar—  por no estar habilitados o ser peligrosos para la salud o la vida de sus ocupantes.

Además, estas prácticas —que se habían mantenido a lo largo de muchos años y atravesado varias gestiones de gobierno— resultaban en verdad escandalosas. 

En efecto, el Estado abonaba el alojamiento por persona (sin diferenciar entre mayores y menores) en una suma fija. Por ende, cuanto más hacinamiento hubiera en un cuarto, mayor era la ganancia para el hotelero, que podía llegar incluso a cobrar por cada uno, lo mismo que por el alquiler de un departamento de varios ambientes en el tradicional Barrio de Palermo.

De tal modo, resultaba no solo procedente, sino hasta deseable que el Gobierno decidiera poner fin a ese estado de cosas.

El problema se suscitó ante la cantidad de personas afectadas —que podían contarse por miles— al decidir el Poder Ejecutivo dar por finalizado el anterior sistema de manera abrupta y reemplazarlo por el pago de un subsidio que duraría seis meses; luego del cual, se daba por concluida la ayuda.

Para concretarlo se había dispuesto un procedimiento que debían cumplir quienes estuvieran interesados.

Todo esto fue comunicado a través de medios masivos (convocatorias en un polideportivo, por ejemplo) y no contemplaba una evaluación de cada caso.

Las expresiones más escuchadas en las audiencias que se llevaron a cabo en los tribunales de la Ciudad eran “angustia”, “desesperación” y “pánico”.

Como puede verse, no era un tema de dinero, ya que lo que se abonaba a los hoteleros permitía solventar otra clase de programas.

En este supuesto, el conflicto mayor se configuró ante la modalidad elegida para realizar un cambio deseado, que puso de relieve para los afectados el final de un estado de cosas, acompañado de la certeza de estar en la calle en escaso tiempo.

Demás está decir que tampoco había leyes que establecieran nuevas formas de regular la materia.

El denominado caso “Ramallo” no fue sino uno de los muchos que se debieron resolver en los tribunales contencioso administrativos locales.

4. El poder legislativo

Es útil recordar aquí que las disposiciones constitucionales y supranacionales citadas, eran (y son) material valiosísimo, con que contaba —y cuenta— la Legislatura local para establecer las políticas públicas en esta materia y propender a un cambio, que, como se vio, era indispensable
.

Sin embargo, las normas infraconstitucionales que integraban el plexo jurídico se encontraban conformadas por dos ordenanzas emanadas del ex-Concejo Deliberante (órgano legislativo de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires) de los años 1986 y 1989 y luego, varios decretos y resoluciones del Poder Ejecutivo.

La Constitución de la Ciudad Autónoma, recordemos, fue dictada en 1996.

Es bien sabido que al Poder Legislativo le corresponde dictar las normas generales, imperativas, obligatorias, para que luego la Administración pueda ejecutarlas y los tribunales judiciales aplicarlas. 

Si no se dictan leyes, o no se modifican o derogan las que se encuentran vigentes, y éstas resultan insatisfactorias, los otros dos órganos sólo pueden acudir a las prescripciones superiores para interpretar las de menor rango. Lo que no pueden hacer es usurpar facultades legislativas.

Por su parte, es interesante poner de relieve que cada órgano tiene asignada una función principal, que es la que debe abocarse a cumplir. Las que resultan instrumentales o secundarias, son establecidas para permitir su desarrollo.

A su vez, las que se refieren al control de los otros dos poderes, tienen causas y procedimientos específicos para ser utilizados en el momento oportuno.

De este modo, se debe cuidar que, en el caso de la Legislatura por ejemplo, no se abuse de pedidos de informes al ejecutivo, resoluciones con enunciados políticos, interpelaciones, etc… sin formular normas sobre los temas sustanciales. Reiteramos, para que no se mal interprete, que todo esto puede hacerse en la medida en que resulte necesario y se dé el supuesto correspondiente, ya que hacen al debido control, pero siempre sin desatender su deber central.

Un punto interesante para seguir analizando sería, por ejemplo, estudiar qué clase de leyes se dictaron sobre esta materia luego que la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires incorporara las cláusulas ya expuestas.

5. El poder ejecutivo

Al Poder Ejecutivo incumbe la administración general de la Ciudad.

De modo concreto, en temas de desarrollo social para satisfacer necesidades de vivienda, cuenta con herramientas específicas para proporcionar soluciones de manera progresiva, siempre dentro del marco jurídico vigente.

Si bien posee atribuciones reglamentarias para establecer los pormenores y detalles que les permitan a sus funcionarios aplicar las normas con que cuenta, la realidad indica que se ha hecho uso y abuso de este tipo de facultades.

Es así como proliferaron normas generales que exceden lo que es tan solo ejecutivo y en las que se alegan estados de  urgencia, necesidades que no permiten los largos trámites parlamentarios, o bien, que integran disposiciones delegadas por el Poder Legislativo.

A su vez, dentro de este caos regulatorio –elaborado durante muchos años-, se creaban planes y programas que se superponían de modo parcial y dificultaban su otorgamiento.

Existen también diferentes organismos centralizados y descentralizados para atender el tema, ya sea por razones de emergencia o bien para formular soluciones más efectivas y permanentes.

Si a lo relatado, se suma la falta de control, de registros adecuados y de asistencia personalizada suficiente para encuadrar, seguir y dar por finalizado cada caso, podrá apreciarse mejor la complejidad de las circunstancias en las que se dieron los hechos descriptos.

6. El poder judicial

Incumbe al Poder Judicial
 resolver las controversias entre partes, al aplicar el derecho, con fuerza de verdad legal.

La Corte Suprema de Justicia Nacional ha basado el respeto al principio de división de poderes, en este ámbito, en la existencia de caso o controversia, o sea, relacionado a situaciones particulares y no generales. En especial, ha tenido en cuenta que a este poder compete el control de constitucionalidad
 y de legalidad de los actos de los diferentes órganos que componen el Estado.

Por esta razón, no puede en principio derogar las normas generales ni ejercer las facultades que les fueran conferidas a los otros.

Es interesante señalar que el Alto Tribunal también ha excluido de esa órbita de competencias, el evacuar consultas o emitir  simples opiniones de carácter genérico.

O sea que, no corresponde que un tribunal tenga la finalidad principal de pronunciarse sobre temas, tales como, qué tipo de cláusulas tiene la Constitución o si el derecho a la vivienda es una aspiración de deseos.

Hay materias y clases de análisis que son para el abordaje doctrinario. O bien, para el estudio académico. Pero, en estos casos, resulta necesario no confundir lo dogmático con el ejercicio de las funciones.

Es preciso revisar de vez en cuando lo afirmado y propuesto de modo general en torno a este Poder, pues, repetimos, una cosa es considerar la jurisprudencia existente y otra lo que el juez debe decidir en un caso.

Con afirmaciones apriorísticas, hechas desde conceptos teóricos para todo tipo de casos, aunque sea sólo sobre un tema específico (derecho a la vivienda), es difícil, si no injusto —y hasta distorsivo de la realidad—, evaluar lo decidido en un fallo.

Más grave aún es intentar resolver —por parte del juez— un conflicto concreto de esta manera.

Sin embargo, todo el sistema parece estar preparado para un tipo de trabajo contrario al que debería ser.

La enseñanza universitaria, en general, resulta dogmática, repetitiva de conceptos teóricos y, poco formativos de criterio jurídico, pensamiento propio, crítico, adaptado a las diferentes tareas para las que debe estar preparado un abogado.

Asimismo, cuando se procura encontrar decisiones que puedan servir como antecedentes jurisprudenciales para citar en los fundamentos de un fallo, o de cualquier escrito, se nota una gran dificultad para acceder a las sentencias completas, pues se interponen un sinfín de sumarios elaborados como estándares para todo tipo de casos. Y lo que es peor aún, en muchas oportunidades, una vez llegado al texto original, a pesar de varias atentas lecturas, no puede saberse frente a qué circunstancias se dictó, pues resulta insuficiente el relato de los hechos.

Eso sí, pueden extraerse montañas de citas con desarrollos teóricos, académicos o dogmáticos.

De este modo, el propio Poder Judicial disminuye la posibilidad de que su tarea sea percibida de manera correcta.

Entiéndase bien, no es que no haya que leer doctrina y jurisprudencia, al contrario, hay que tener buena información para poder elegir y fundar de manera razonable las decisiones, de modo tal que pueda ser comprendida y evaluada por otros, o convencer al contrincante, al funcionario o al juez.

Lo que es desaconsejable es comenzar por allí. Y lo que resulta denostable es quedarse en eso.

Retornemos al caso “Ramallo” por un momento. Al plantearse el tema en sede judicial, existían muchos programas que contemplaban a personas o familias en emergencia habitacional con diferentes propuestas, tales como, alojamiento en hoteles o pago de subsidios, todo con plazos determinados (quince días, seis meses, etc.).

Sin embargo, se sabía que el problema no podía solucionarse en los tiempos planteados y que, tal vez, requiriera gestiones eficientes en muy largos plazos. 

Ahora bien, frente a la realidad, no era posible pensar que nadie podía hacer nada y que el derecho fuese sólo una expresión de deseos. La persona mayor, la señora embarazada, los chicos, los padres, las parejas, estaban ese día a punto de quedar en la calle y lo estarían en los días subsiguientes si no se atendía el asunto.

A ese ser que reclamaba, había que sacarlo de esa emergencia extrema hasta tanto hubiera alguna forma de superarla. 

Es preciso considerar que la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires prevé el tema y tiene disposiciones que obligan a los órganos de gobierno a darle solución real a este tipo de problemas. No sólo reconoce el derecho, sino que les impone deberes que deben cumplir. Comprende tanto al ejecutivo, como al legislativo y al judicial.

Exige acciones positivas con el objeto de alcanzar, de manera creciente y continua, el pleno goce de los derechos.

No parece, de ninguna manera, que puedan leerse los pactos internacionales, la Carta Magna y la Constitución de la Ciudad Autónoma y dar respuesta al conflicto diciendo: vea Usted, lamentablemente estas cláusulas son programáticas.

6.1. La inmediación. Las audiencias

Una forma interesante y segura de no resolver los conflictos de modo inadecuado es estudiar los hechos y pruebas del caso,
 no sólo con la lectura de los expedientes, sino a través de verificar lo escrito con las realidad de las cosas, lugares y, en especial, de las personas involucradas.

Esta es una característica de los tribunales contencioso-administrativos de la Ciudad Autónoma.

Cuando llegaron los primeros expedientes con esta problemática a la Cámara, en su enorme mayoría contaban con inspecciones oculares (en ciertos casos más de una por actuación), videos, actas de audiencias, etc... Todo con la presencia del juez.

A pesar de su enorme utilidad, al estudiar los casos, y, frente a la gravedad del dilema a resolver, se decidió en la Cámara
, convocar a una audiencia con los actores, los Defensores Oficiales (Adjunta y ante la primera y segunda instancia), Asesor Tutelar y representantes del Poder Ejecutivo y la Procuración General de la Ciudad.

Me permito aquí, transmitir la experiencia vivida como miembro de ese tribunal, pues lo considero de interés para el análisis que estamos realizando.

Los actores eran varios, había hombres, mujeres (una de ellas embarazada) y algunos niños. Estaban presentes también dos de los defensores oficiales, el Asesor Tutelar, y el Jefe de Gabinete, el Secretario y la Subsecretaria del área de Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el Procurador y el Subprocurador General de la Ciudad. La envergadura de los cargos que ocupaban los asistentes revela de por sí la importancia que se le daba al tema.

El relato de los afectados era conmovedor, a la vez que sorprendente. Les costaba explicar qué era lo que pasaba, pues en algunos casos ni siquiera habían entendido lo que les fue dicho en el polideportivo.

Muchos se emocionaban agradeciendo la ayuda recibida y manifestaban las razones por las que habían llegado a ese grado de deterioro de su calidad de vida, que no les permitía solventar su vivienda propia (desempleo, separaciones, abandonos, problemas de salud, etc…). Otros mencionaban diferentes circunstancias que les permitirían en algún momento, a mediano o largo plazo, salir de esta situación.

Algunos describían el deplorable estado de los hoteles: humedad, pérdidas de agua, hacinamiento, falta de baños, suciedad, riesgo eléctrico, de incendio, etc.… Reconocían el esfuerzo económico del gobierno pero criticaban la desastrosa manera de invertir en esos hospedajes con esas condiciones y a esos precios.

Sin embargo, hubo una frase paradigmática que quedó resonando en nuestros oídos: “los hoteles serán desastrosos, pero la calle es mucho peor.”

Por su parte, los representantes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que reconocían la veracidad de muchas de las circunstancias descriptas, basaban su estrategia procesal en la no judiciabilidad de los conflictos sociales. 

Insistían en ubicar al caso dentro del contexto genérico de gran parte de los pobladores de la Ciudad, el gran Buenos Aires, los habitantes de otras provincias que acudían en procura de empleo o a los establecimientos sanitarios en busca de atender su salud o la de su familia. Incluso comentaron interesantes informes sobre procesos migratorios de ciudadanos de países vecinos.

También leyeron evaluaciones de algunas de las personas o grupos familiares involucrados en el caso, que sin embargo, no estaban en los expedientes, pero daban cuenta de que existían circunstancias diferenciales.

En forma subsidiaria explicaron y defendieron los cambios introducidos, basados incluso en los dichos de los propios reclamantes cuando describían el estado de los alojamientos y sus costos.

Los actores manifestaron que —aunque no estaban de acuerdo—, al menos luego de las explicaciones que acababan de recibir, habían entendido de qué se trataba. Los funcionarios también dieron cuenta de las dificultades que generó la masividad, junto a lo breve de los plazos.

El Tribunal propuso algunas fórmulas conciliatorias y se percibió que las partes, a pesar de estar básicamente de acuerdo, dividían sus opiniones entre aceptar, o bien, generar (en un caso) o evitar (en el otro) “el precedente”.

Sobre el final de la audiencia se tuvo, para todos los participantes (incluido el tribunal), una noción mucho más acabada y auténtica del conflicto, que distaba de poder ser resuelta con frases dogmáticas.

6.2. la realidad y las normas

No por apreciar mejor la realidad se deben dejar de lado las normas existentes, sino todo lo contrario. Tal como dijo con sabiduría Cardozo
, son los hechos los que ponen en movimiento a las normas.

Éstas prevén situaciones generales y proporcionan un marco jurídico que es necesario interpretar a la luz de esos hechos.

Por ende, para resolver el caso, el tribunal no debía evaluar el tipo de cláusulas de las Constitución, ni las características de un abstracto derecho a la vivienda
, así como tampoco adoptar una noción formal y estática de los principios republicanos, sino componer el conflicto aplicando ese enmarañado marco normativo, aunque de diversa jerarquía.

6.3. El problema de la masividad frente al caso concreto. La jurisprudencia de intereses 

No puede escapar al análisis que realizamos, el problema generado por la gran cantidad de involucrados, incluso, por ser ciertas muchas de las afirmaciones que los funcionarios de gobierno hicieron en las audiencias.

Aunque la teoría diga que el Poder Judicial sólo resuelve casos particulares y concretos, es de público y notorio, que en muchas circunstancias lo decidido proyectará sus efectos sobre una gran cantidad de personas. Y esto aún cuando existan casos diferentes. No en vano el fracaso de las fórmulas conciliatorias en las audiencias se debió al problema del “precedente”.

El tema que estamos tratando, tal como puede verse, reúne estos condicionamientos.

Por su parte, era la primera vez que confluían una serie de circunstancias interesantes: el derecho a una vivienda digna presentaban aristas específicas en el caso, se daban luego de la reforma constitucional de 1994, de sancionada la ley fundamental de la Ciudad en 1996 y de constituido el fuero Contencioso Administrativo y Tributario local a fines del año 2000.

Tal como dijimos antes, los expedientes contaban con una muy buena tarea en primera instancia, con sentencias descriptivas de las realidades analizadas. También aparecían dictámenes, informes y escritos del Ministerio Público, con similares características.

Había varios casos para resolver en la Cámara y el sistema informático delataba muchos más en la instancia anterior. Estaba claro que, respetando las diferencias de cada uno, los fallos no podrían ser sustancialmente diferentes. Al menos los que correspondieran a cada una de las dos únicas salas.

Una gran mayoría de los jueces de primera instancia, con diversos fundamentos y contenidos, habían hecho lugar a las medidas cautelares y luego a las acciones.

Ahora bien, cómo abordar el tema y no sucumbir en el intento.

Una vez celebradas las audiencias, leídas las diferentes actuaciones de manera muy atenta, escuchado los argumentos de las partes, valoradas las cuestiones en juego, recopilada y desentrañada la madeja de normas, qué hacer, cómo seguir.

El equipo de trabajo alerta y concentrado. El tribunal en permanente discusión. 

Ante el evidente peligro en la demora, y hasta tanto estuviera el tribunal en condiciones de resolver las cuestiones de fondo, se dictaron medidas cautelares ordenando al GCBA “que se abstenga de excluir a los actores del plan en el que se encuentran incluidos hasta tanto se demuestre que los fines que determinaron la creación de dichos planes sociales se han cumplido, pudiendo en su lugar determinar la inclusión de los demandantes en planes equivalentes que resguarden los fines habitacionales perseguidos en este proceso hasta que recaiga sentencia definitiva en la presente causa.”

De este modo, no se hizo lugar a lo requerido por los actores
 y se revocaron algunas decisiones que ordenaban a la administración que arbitrara los medios para garantizar la permanencia de los actores en los hoteles en que se encontraban.

Los primeros acuerdos de la sala de Cámara sirvieron para enumerar las peticiones de las partes y las soluciones posibles para cada una. En cada caso, lo decidido por el juez, los agravios y otra vez, las decisiones factibles.

Un constante ir y venir de los hechos, las personas y sus necesidades, a los valores, las normas y principios en juego.

La primera de las opciones, la más tradicional y sencilla, con muchos antecedentes y sustento doctrinario, era sin duda la de rechazar las demandas con fundamento esencial en que las situaciones de emergencia habían sido atendidas por el Estado, que resultaba imposible darles vivienda a todos los reclamantes y a los que con certeza vendrían después, invocando el precedente.

Se evaluó también que el Poder Judicial no es quien debe decidir las políticas públicas en esta materia. De allí hasta arribar a lo decidido en el caso, muchas fueron las variantes analizadas.

Sin embargo, dos cuestiones resultaron claves para decidir. Una, se refiere al establecimiento de un umbral, núcleo duro o como se lo quiera llamar, que podría resumirse en la siguiente frase: “las personas en la calle, no”. La otra, progresividad-no regresividad, que implica que si quien reclama estaba amparado de modo tal de haber logrado salir de la calle, no se lo puede volver a dejar en ella.

Las cláusulas y principios de la Constitución de la Ciudad así lo ordenan a los tres poderes.

Leímos también doctrina y jurisprudencias de diferentes países, antiguas y modernas, de diferentes vertientes filosóficas. Conocimos de umbrales, esencias y mínimos, así como varios  conceptos de vivienda. Pero en especial, nos concentramos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y en la Observación General N° 4 del Comité DESC
, para respetar los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el sentido de aplicar las normas supranacionales “en las condiciones de su vigencia”.

Tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo tienen obligaciones para cumplir en este sentido y al Judicial compete su control.

En lo referente a la legitimación y al argumento del GCBA de que no podían regalarse casas en Buenos Aires para los habitantes del país y de las naciones vecinas, el tribunal utilizó un criterio simple, basado en la no regresividad mencionada. Se consideró con derecho a reclamar a quien hubiera interpuesto o adherido a la demanda cuando, a su vez, ya estuvieran incluidos en un programa de emergencia por la propia administración.

Del mismo modo, para quebrar la masividad existente y de acuerdo con lo escuchado en las audiencias –además de constituir una de la peticiones de los accionantes
- se ordenó al órgano ejecutivo que se evaluara a cada familia a efectos de encuadrar cada caso en el programa que más se adaptara a su problemática particular y, en especial, en vistas a tener un diagnóstico real para formular esas declamadas políticas públicas.

Además, podría resultar de utilidad para elaborar las leyes o disponer las medidas que fueran necesarias con el fin de adaptar los plazos de planes y programas a las necesidades reales de cada grupo familiar, reglamentar el modo secuencial de pasar de uno a otro hasta superar la crisis, coordinar las acciones de los órganos que atienden la emergencia con los que deberían proporcionar soluciones de mediano y largo alcance, o bien, regular las condiciones que debían reunir los beneficiarios.

Mencionamos solo alguna de las posibilidades a título de ejemplo.

6.4. Los límites del poder judicial

Conforme a lo desarrollado en los puntos anteriores, toca ahora la difícil tarea de exponer qué se hizo para no violar los límites que sí tiene el Poder Judicial.

Se decidió, en el caso concreto, hacer lugar de modo parcial a la demanda y se reconoció a los actores el derecho a gozar de una “prestación de tipo habitacional”. Esta fórmula lingüística fue la que luego de muchas discusiones encontró el tribunal como prenda de unidad de las tres voluntades que debían expresarse en la sentencia. Era una manera de evitar que pudiera confundirse el tradicional derecho a una vivienda digna con aquello que criticaba el GCBA como regalar casas en la Ciudad.

Por otra parte, permitía aseverar que los actores no podían volver a la calle y que eran los otros dos órganos de gobierno los que debían definir el modo, plazo, características y requisitos que darían a ese deber constitucional. Podría haberse acudido a terminologías aparecidas en otras sentencias internacionales, tales como “refugio”, pero con el riesgo de que fueran mal interpretadas en nuestro país.

La Sala I de este mismo fuero dictó sentencias similares en su contenido
.

En particular, nuestro tribunal no expresó que los actores deberían permanecer en los hoteles de manera indefinida, así como tampoco excluyó a los subsidios como forma de paliar esta carencia. Y, a diferencia de la Sala colega, tampoco se pronunció por la inconstitucionalidad de los plazos previstos, por cuanto su estipulación por sí sola no fue considerada perniciosa, siempre que se hubiera previsto la forma de progresar en la salida del sistema.

Lo que se hizo fue declarar la existencia del derecho constitucional a una vivienda digna, que según el caso, adoptaría la forma que corresponda. En éste, estaba claro que los actores vivían en hoteles que no reunían las condiciones exigidas, y que, cumplidos los plazos otorgados, quedarían en la calle.

De este modo, resultaba necesario cambiar a las personas del lugar otorgado hasta ese momento, pero habría que hacerlo en el tiempo mínimo que fuera posible. O bien, proporcionar algún subsidio u otra modalidad que les permitiera tener un lugar apto para cumplir con lo ordenado.

Por ejemplo, el pago directo de un hotel (en condiciones dignas) por un cierto tiempo, luego un subsidio por otro plazo, algún plan para la adquisición de viviendas económicas o de autoconstrucción, etc. También podría combinarse diferentes planes en materia de empleo, alimentos, salud, entre otros.

Para poder hacerlo, se requería conocer el estado de cada familia y su futuro probable. Estaba muy claro que una mamá separada que había sufrido el abandono de su esposo, con varios hijos, no tendría las mismas posibilidades de desarrollo que una familia cuyos padres jóvenes, aunque con muchas dificultades, tenían empleo continuo o discontinuo.

Por esta razón, el fallo se completó con la orden dirigida al Poder Ejecutivo de evaluar a cada grupo familiar y comunicarlo al juez de la instancia anterior.

Así se consideró que una cosa es colaborar de manera indirecta para que se formulen y desarrollen las políticas públicas en materia social y otra ordenar —cuando no es indispensable— la medida concreta que debe administrar el órgano ejecutivo o crear con carácter genérico un tipo específico de protección.

Luego, quedará al Poder Legislativo disponer, de modo general, la política pública para lograr esa progresividad hasta obtener salidas superadoras del estado crítico, y del ejecutivo su adecuada puesta en práctica.

Una vez formuladas las normas y acciones que produzcan esos dos poderes, si fuese necesario, el judicial podría, de nuevo, ejercer su control de legalidad y razonabilidad.

6.5. El incumplimiento de normas y sentencias

Si las normas no se cumplen, la última posibilidad de lograrlo será obtener una sentencia que así lo reconozca y lo ordene.

Ahora bien, si esa sentencia tampoco se cumple, y no se cuenta con mecanismos institucionales que permitan llegar al objetivo buscado, todo será una gran burla al sistema jurídico, a la vigencia de los derechos amparados constitucionalmente y, en definitiva, al valor Justicia.

Es sabido que existen diversos modos de procurar la ejecución de un pronunciamiento, tal como realizar el derecho a costa del deudor, imponer multas o “astreintes”
 al remiso, etc.

El juzgador, cuando ha emitido un fallo, deberá tener especial cuidado en que éste se haga efectivo y no quede sólo como palabras escritas sobre un papel que pueda ser enmarcado y colgado en la pared de quien resultó vencedor en el pleito.

Sin embargo, su oportunidad, modalidad y características, dependerán  de muchas cuestiones que deberá tener en cuenta. Por ejemplo, que se reclame su intervención en esta etapa, considerar las muchas variables que se presentan cuando quien no cumple es el Estado, ponderar las reales dificultades para realizar la manda, otorgar plazos razonables para posibilitarlo, etc.

En especial, depende también del comportamiento de las partes cuando el procedimiento —como en el caso del fuero contencioso administrativo— es dispositivo.

Una vez más, debemos contemplar que no basta con declamar que el “contencioso-administrativo” es meramente revisor o que las sentencias contra el Estado son declarativas, pues una cosa es inmiscuirse en las funciones de otros poderes y otra es decidir que las normas se cumplan de manera efectiva; o que deba contemplarse que la administración requiere diferentes formas de ejecución para no afectar de modo inadecuado los recursos que a todos nos pertenecen y tienen por finalidad las realización de los cometidos estatales.

Siempre la guía será mantener el equilibrio con medidas razonables que permitan la efectividad de las decisiones adoptadas.

7. El caso “ramallo”

7.1. La sentencia de primera instancia

La demanda en este caso fue presentada por ocho actores. Manifestaron hacerlo “por derecho propio y como titulares de los beneficios de los programas asistenciales a los que originalmente pertenecemos y que también alcanzan a las personas que se mencionan en las fichas que se adjuntan como Anexo I...”
 (se refiere a sus grupos familiares). La acción se inició el 7 de septiembre de 2001 con el patrocinio letrado de la Defensora General Adjunta y del Defensor ante los Juzgados de Primera y Segunda Instancia.

Expresaron que el amparo debió requerirse “por cuanto a raíz de la arbitraria e ilegal determinación asumida por la demandada, consistente en poner fin intempestivamente a los programas sociales respectivos, y sin atender a las peculiares condiciones de elevado riesgo social en la que nos hallamos quienes hasta ahora hemos gozado de su cobertura, se ha afectado de manera actual e inminente derechos y garantías de rango constitucional de los suscriptos, en particular el derecho a la vivienda, a la salud y a la dignidad.”

Solicitaron “el estricto y definitivo cumplimiento de los objetivos generales y específicos de los programas en los que ingresamos originalmente y a raíz de ello que el egreso de los mentados programas sea efectuado una vez que se haya evaluado caso por caso de manera efectiva, concreta, pormenorizada el cumplimiento de aquellos objetivos y no de forma masiva y sin ningún tipo de evaluación particular como se pretende hacer.”

También pidieron que “la justicia obligue a la Administración a hacer cumplir en los hoteles en los que nos encontramos alojados con toda la normativa vigente en materia de habilitaciones, así como las propias exigencias impuestas por la Secretaría de Promoción Social para la selección de dichos establecimientos...” y que se declarara la inconstitucionalidad de los plazos establecidos en las normas aplicables.

El Asesor Tutelar ante la primera y segunda instancia  intervino a efectos de representar a los menores afectados.

El juez de grado dictó una medida cautelar en la que ordenó al GCBA que arbitrara los medios para garantizar la permanencia de los actores y sus grupos familiares en el hotel en el que se encontraban alojados, hasta tanto se resolviera el amparo.

Del mismo modo intimó al Secretario de Promoción Social para que en el plazo perentorio de dos días dejara disponible para el tribunal, la totalidad de los documentos obrantes en sus dependencias relativa a contratos o vínculos con el hotel, así como las fichas de diagnóstico, reseña de tratamiento y seguimiento social, psicológico y legal y las conclusiones arribadas. Todo bajo apercibimiento de allanamiento y secuestro.

El GCBA se opuso a la procedencia de la demanda basado principalmente en la inexistencia de acto u omisión lesivos. Desconoció que hubiera un deber jurídico incumplido o que los actores tuvieran un derecho subjetivo afectado.

Así planteado el conflicto, el juez de primera instancia resolvió
 hacer lugar al amparo (punto1), declarar la inconstitucionalidad de la determinación de plazos de vigencia de los programas de asistencia habitacional (punto 2), ordenar al GCBA que garantice en términos efectivos el derecho a una vivienda adecuada y digna de todos los accionantes, “ello hasta tanto cesen fehacientemente las causas que originaron su asistencia”(punto 3), que en el término de dos días procediera a verificar si el hotel en que se alojaban reunía “todas las exigencias habilitatorias requeridas por la legislación vigente” y si cumplía con los requisitos establecidos para incorporarse al sistema prestacional (punto 4). También dispuso que el GCBA informara sus resultados, dentro de las 48 horas de producida la inspección y que en caso de “verificarse  transgresiones al actual régimen de habilitación o violaciones a las condiciones reglamentarias exigidas para la prestación específica”, procediera a la clausura del establecimiento y “al traslado inmediato de los alojados incluidos en los programas a un lugar que reúna las condiciones legales exigibles”(punto 5).

Por otra parte decidió la remisión de fotocopias de las actuaciones a la Defensora del Pueblo y a la Auditoría, ambas de la Ciudad (punto 6), así como a la Justicia Criminal de Instrucción (punto 7) .

Finalmente ordenó “a sus efectos” que interviniera la Dirección de Sumarios de la Procuración General de la Ciudad (punto 8).

7.2. El fallo de Cámara

La Cámara de Apelaciones resolvió hacer lugar en parte a la acción de amparo y ordenó al GCBA “que brinde a los actores una adecuada cobertura de la emergencia habitacional, hasta tanto se hallen en condiciones de superar el estado de máxima crisis que padecen, modificando en este sentido los puntos 1 y 3 de la sentencia apelada” y revocó los puntos 2 y 5.

También mantuvo otros aspectos de la sentencia de grado, de este modo confirmó: 

a) el punto 4, e impuso al GCBA el deber de informar al Juzgado interviniente, dentro de los cinco días de inspeccionado el hotel, sobre sus resultados; 

b) los puntos 6 y 7 referidos a la puesta en conocimiento de las constancias de las causa a los organismos de control y a la Justicia Criminal de Instrucción.

El tribunal de alzada, por el contrario revocó el punto 8 en cuanto ordenaba que interviniera el organismo encargado de los sumarios administrativos y en cambio dispuso que se remitieran copias certificadas de lo actuado al Jefe de Gobierno a efectos de que tomara las medidas correspondientes.

Por último ordenó al GCBA que “dentro del plazo de diez días de quedar notificado de la presente, informe al Juzgado de Primera Instancia acerca del o los programas por los que dará cumplimiento a lo dispuesto en el punto I de la presente sentencia” y asimismo que evaluara la “situación de los grupos familiares de los actores a efectos de considerar su inclusión en los programas referidos en el punto anterior.”

7.3. El pronunciamiento del Tribunal Superior de Justicia

Una vez arribadas las actuaciones al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se presentaron en calidad de Amicus Curiae, Víctor Abramovich por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y Alicia Oliveira, Defensora del Pueblo local. 

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia
 desestimó la queja y rechazó el recurso de inconstitucionalidad presentados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y de este modo dejó firme el pronunciamiento de Cámara.

Es muy interesante analizar los fundamentos de lo decidido por el máximo tribunal local, ya que por un lado reconoce el peligro inminente en la ocurrencia de actos lesivos de derechos de los amparistas al momento de iniciarse la causa, pero por el otro, entiende que normas generales dictadas por el Poder Ejecutivo
, luego de pronunciado el fallo que impugna, guardan total correlatividad con lo dispuesto por la Cámara de Apelaciones.

Por lo tanto, concluye que los agravios de la recurrente han perdido actualidad, al comprender esos reglamentos, de manera clara, a los actores.

En efecto, en los puntos 3 y 4 de su decisorio, el Tribunal Superior detalla una a una las coincidencias entre lo resuelto en la sentencia recurrida y cada artículo de las normas vigentes.

En cuanto a la inspección de hoteles y sus informes, así como a la puesta en conocimiento a los órganos de contralor y la justicia penal, no encuentra tampoco agravios atendibles.

Resultan interesantes estos fundamentos porque revelan de manera muy precisa, que el modo en que intervino, en definitiva, el Poder Judicial sobre los comportamientos del ejecutivo —y ante la falta de normas emanadas de la Legislatura, a posteriori de la reforma constitucional—, lejos de ser una intromisión inadmisible significó cumplir con la Carta Magna y la ley fundamental de la Ciudad. Tanto respecto de los derechos de los actores, cuanto a poder participar de manera legítima al formular las políticas públicas en materia social.
7.4. La denuncia de incumplimiento

7.4.1.  En primera instancia

A pesar de haber sido reconocido el derecho, a través de las tres instancias, en mayo de 2004 fue denunciado el incumplimiento de la manda judicial por cuatro de los actores.

Es interesante aclarar que, a pesar de que en la sentencia de Cámara, confirmada por el TSJ no se indicó que los demandantes debían permanecer alojados en hoteles, sin embargo, a través de escritos presentados y declaraciones periodísticas de diversos funcionarios, ésta fue la modalidad que se adoptó en la práctica.

Por ello, lo que los accionantes reclaman al ejecutarla es que “se practique un nuevo reconocimiento judicial en el hotel Montreal ...” y que “se intime a la Secretaría de Desarrollo Social a brindarme en forma urgente, un alojamiento que cumplimente los requisitos mínimos de habitabilidad establecidos en la normativa vigente, bajo la supervisión del juzgado a su cargo.”

Atento lo peticionado, el juez de grado ordenó una inspección ocular
, de las que participaron los actores y sus letrados patrocinantes, el Asesor Tutelar y varios funcionarios del GCBA.

Es de destacar entre las diversas constancias que surgen del acta judicial que estos últimos entregaron un informe que culmina recomendando la clausura del hotel. El Defensor Oficial solicitó que se intimara a la demandada a poner en conocimiento del juzgado la manera en que se solucionaría el conflicto y el Asesor Tutelar, luego de adherir, pidió que se lo hiciera bajo “apercibimiento de imponer sanciones pecuniarias al Sr. Secretario de Desarrollo Social del GCBA por ser la máxima autoridad (Art. 30 y 411 CCAYT).”

En este mismo acto, el tribunal ordenó concretar la clausura administrativa, que se procediera a colocar la faja correspondiente y que el personal de la Policía Federal estableciera una custodia para impedir el ingreso de nuevos alojados.

En forma complementaria le requirió al GCBA que en el plazo de tres días hábiles elevara la propuesta concreta para relocalizar a la “totalidad de los alojados pertenecientes a planes gubernamentales” y que “previa vista a las partes y aprobación judicial, dicha reubicación deberá concretarse en el plazo perentorio de cinco días (5) hábiles bajo supervisión del Juzgado” (el destacado nos pertenece).

También decidió que debería contemplarse a quienes no se encontraran en dichos planes y que en todos los casos era necesario respetar el derecho a la vivienda, el que no se interrumpiría en su continuidad. De ese modo estableció que la propietaria del hotel no podría desalojar a los ocupantes.

En cumplimiento de lo resuelto, el GCBA presentó diversas alternativas que podían ser elegidas por las familias afectadas, las que consistían en: a) subsidio por egreso, ($ 1.800) para quienes quisieran dejar el sistema de hoteles hacia una solución definitiva (alquiler, construcción, refacción o ampliación de viviendas propias, de familiares o “prestadas”); b) traslado a otros hoteles; c) vivienda transitoria (colectiva o individual). Todas se refieren a la misma normativa que existía hasta ese momento.

7.4.1.1. La progresiva ampliación de la litis

Es útil destacar que fueron los propios funcionarios del GCBA quienes recomendaron la clausura del hotel por las diversas irregularidades que se configuraban. Frente a ello, el juez, decidió incorporar en sus pronunciamientos a los todos los ocupantes del hotel.

Más tarde, se presentaron en la causa ocho diputados, miembros de la Comisiones de Vivienda y de Políticas de Promoción e Integración Social y solicitaron que se integrara la litis con el Instituto de Vivienda de la Ciudad (IVC), por cuanto a este organismo le correspondía aplicar las normas que darían solución definitiva a los conflictos y que se convocara a una audiencia con todas las partes y los peticionantes.

Así fue como el juez convocó a una audiencia al Secretario de Desarrollo Social, al Presidente del Instituto de la Vivienda, a la Procuradora General del GCBA, a los ocho diputados presentados, al Asesor Tutelar, al Defensor Oficial, a los ejecutantes y a “las personas alcanzadas por las medidas dictadas en las actas de fecha 20 de mayo de 2004”.

El referido acto procesal se celebró el 10 de junio de 2004 y luego de un cuarto intermedio —frente a la tangible posibilidad de que las partes llegaran a un acuerdo— se completó el día 16 de ese mismo mes y año
. Participaron todos los convocados y se arribó a la firma de un convenio que fue homologado por el magistrado. 

De las actas labradas para dar fe de lo acontecido surgen muchas denuncias sobre el estado de los hoteles, veladas imputaciones entre los representantes de los poderes legislativo y ejecutivo y entre las áreas encargadas de la emergencia habitacional y el Instituto de la Vivienda (a quien correspondía formular algunas de las soluciones definitivas) y aclaraciones sobre los alcances de lo convenido.

Así, uno de los representantes de la Procuración General del GCBA especificó que la cláusula octava del convenio “implica la asunción del compromiso de hacer extensivo el acuerdo a todas las personas que se encuentren en las mismas situación” y el propio magistrado consignó “que existen dos niveles en los cuales el Gobierno debe dar una solución: la primera respecto de los habitantes ya incluidos en los planes del gobierno, pero que asimismo no escapa al ámbito de la presente que si el hotel va a ser clausurado, el gobierno se halla obligado a buscar una solución para las personas que estuvieran allí en carácter de particulares.”

7.4.1.2. Las nuevas denuncias de incumplimientos

El juez, además de homologar el acuerdo, en la misma audiencia ordenó al GCBA que informara si las causas de las clausuras de los dos alojamientos afectados hasta ese momento persistían y en caso de que así fuese, en el plazo de diez días hábiles procediera a efectivizarla y reubicar a las personas allí alojadas, previa puesta en conocimiento del tribunal.

A pesar de todo lo actuado, muchas personas realizaron nuevas denuncias y consignaron peores condiciones del estado de los hoteles con cortes de agua, gas, deficiente estado sanitario, falta de limpieza, etc., a lo que se agregaron informes de las propia Unidad Polivalente de Inspecciones (UPI), la que refiriéndose a ambos lugares expresó que “... ante la constatación de no haberse subsanado las irregularidades que dieron origen a la clausura y de haberse comprobado nuevas infracciones, esta Unidad procederá a ampliar los alcances de la clausura ya dispuesta”. Con anterioridad había expresado que el local en cuestión posee afectadas las mínimas condiciones de funcionamiento, higiene, seguridad y habilitación ...”

El Ministerio Público también denunció que no estaba dando cumplimiento a las resoluciones judiciales.

Ante este estado de cosas, resultó evidente el fastidio del magistrado que, luego de hacer un relato cronológico de los incumplimientos desde el 7 de septiembre de 2001 en que se presentaran los amparistas, tuvo expresiones de gran dureza para quienes no habían cumplido con las sentencias, ni con las soluciones consensuadas a las que ellos mismos se habían comprometido.

De este modo decidió intimar “al Gobierno de la Ciudad, para que en el plazo de tres (3) días proceda a las clausuras efectivas de los Hoteles Montreal y Santiago del Estero, reubicando previamente a la totalidad de las personas alojadas en los mismos, en estalecimiento que reúnan las condiciones que establece la legislación vigente, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de una multa diaria de pesos quinientos ($ 500.-) a aplicarse sobre los ingresos personales del Señor Jefe de Gobierno de las Ciudad de Buenos Aires, Dr. Aníbal Ibarra, de pesos quinientos ($ 500-) a aplicarse sobre los ingresos personales del Sr. Secretario de Desarrollo Social, Dr. Rafael Romá y de pesos quinientos ($ 500.-) a aplicarse sobre los ingresos personales del Sr. Presidente del Instituto de la Vivienda de Buenos Aires Ing. Ernesto Selzer. Las sumas que se obtengan de la aplicación de las presentes sanciones conminatorias lo serán a favor de los accionantes.”

“Vencido el término y de persistir el incumplimiento de la medida dispuesta en el punto 1°, el Tribunal procederá al traslado y reubicación, por cuenta y orden del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, de las personas alojadas en los Hoteles Montreal y Santiago del Estero que estén incluidas en los presupuestos de algún plan gubernamental de asistencia habitacional. A fin de posibilitar el inmediato cumplimiento de la sentencia se procederá a las determinación de las sumas necesarias para concretar la efectiva reubicación de las familias en viviendas o alojamientos apropiados y a esos efectos se procederá al embargo de las cuentas oficiales existentes en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires. Asimismo y para aquellos grupos familiares que se encuentren en los establecimientos clausurados, en calidad de albergados particulares, el Tribunal implementará por cuenta y orden del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, su traslado al establecimiento habilitado que éstos indiquen ubicado en el territorio de la Ciudad de Buenos Aires.”

En el mismo decisorio dispuso que en caso de que no fuera cumplido, se procediera a la denuncia “ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) por Secretaría y en la forma de estilo, con copia a la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, y asimismo, se inicien las acciones previstas en el art. 397 del CCAyT., con los efectos y consecuencias previstos en el art. 411 del mismo cuerpo legal.”

Si lo relatado generó esta sentencia, las posteriores denuncias de incumplimientos del Asesor Tutelar ante ambas instancias, así como de algunas de las personas alojadas, más el resultado arrojado luego de inspeccionarse dieciséis de los hoteles del listado enviado por el GCBA para reemplazar a los dos clausurados, agravaron sin duda la situación.

En efecto, de la denuncia del Asesor Tutelar surge que la mayoría de los establecimientos ofrecían habitaciones con capacidad muy inferior a la que prometían (por ejemplo las que eran para dos personas serían ocupadas por 4 o más), en general mal ventiladas e iluminadas, con suciedad. También en ciertos casos había riesgo eléctrico y problemas en baños, cocina, sin perjuicio de la escasez de esas instalaciones de manera proporcional a los ocupantes.

En el caso particular de dos de las ejecutantes de la sentencia, se detallaba que las dimensiones de las habitaciones, según la UPI sería apta para una persona (en un caso, y para dos, en el otro) pero alojaba al grupo familiar de cada una que en ambos casos se componía de cuatro. Una de las camas cucheta tenía los enseres de toda la familia pues el lugar para ellos era casi nulo, por lo que en la cama matrimonial dormían tres personas. No tenían ventilación, el baño era compartido y carecía de agua caliente. Esta descripción se corresponde con el nuevo lugar en que fueron trasladadas para cumplir con la sentencia.

En algunos de los sitios se describe mucha suciedad, olor a gas, roturas, aberturas tapiadas con ladrillos, etc.

Como consecuencia de ello, el juez dictó su pronunciamiento del 16 de julio de 2004, en el que luego de recordar los tres años de trámite del amparo y los cincuenta y siete días transcurridos desde que el propio GCBA decidiera clausurar los dos hoteles, y justificó su necesidad de suplir la inactividad del Poder Ejecutivo.

En este orden, consideró incumplida la intimación que formulara a los tres funcionarios públicos e hizo efectiva a partir de esa fecha la multa diaria que les había impuesto (punto 1). También decidió que se concretara la denuncia a la CIDH (punto 2).

Del mismo modo ordenó embargo de las cuentas del GCBA por tres millones de pesos, suma que debería ser puesta a disposición del juzgado a su cargo (punto 3) y que se publicara por tres días en dos matutinos de importancia y en el Boletín Oficial (punto 4).

También decidió proceder a reubicar a las familias involucradas (punto 5) y conformar una comisión de asesoramiento constituida, “previa aceptación a la invitación que por cuerda separada se practicará, por 2 (dos) accionantes, por 2 (dos) miembros de la Comisión de Vivienda de la Legislatura, 2 (dos) miembros de la Comisión de Desarrollo Social de la Legislatura, la Sra. Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, Dra. Alicia Pierini, el Sr. Arzobispo de Buenos Aires D. Jorge Bergoglio o a quien éste designare, el Sr. Rabino Daniel Goldman o a quien éste designare, el Sr. Defensor Oficial ante el Fuero Contencioso Administrativo y Tributario, Dr. Fernando Lodeiro Martínez, el Sr. Asesor Tutelar ante ambas instancias del mismo fuero, Dr. Gustavo Daniel Moreno, y tres miembros del plantel docente de la Universidad de Buenos Aires, con especial versación en la problemática de autos, pertenecientes a las Facultades de Ingeniería, Arquitectura y Ciencias Sociales respectivamente designados por los Sres. Decanos de esas casas de altos estudios. La Comisión tendrá por objeto colaborar con el tribunal, bajo su coordinación, en la elaboración de una solución definitiva e integral para los grupos involucrados en el término de noventa días” (punto 6).

Una vez aprobado por el juez, debería ejecutarse el plan y para ello utilizar las sumas embargadas (punto 7).

Por último ordenó que por cuenta y orden del GCBA se invitara a la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires, Carrera de Licenciatura en Trabajo Social a realizar un relevamiento de los dos hoteles cuestionados e informar al tribunal (punto 8).

7.4.2.  En Cámara

Una vez más, luego de arribada la causa a la Cámara de Apelaciones, se produjeron actividades trascendentes para resolver el caso.

En efecto, no sólo se expresaron los agravios por parte del GCBA y los funcionarios afectados, sino que se puso en conocimiento del tribunal el dictado del Decreto 1234/2004
 que creó el “Programa de apoyo habitacional para efectivizar la asistencia a familias en situación de calle que se encuentran alojadas en hoteles de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”

También se acompañó un pormenorizado informe sobre la situación de los amparistas, actualizada a ese momento.

Hubo diversas reuniones entre las partes para acercar las propuestas normativas y ejecutivas a las reales necesidades de todos, a resultas de lo cual se dictaron numerosas regulaciones complementarias.

7.4.2.1. La legitimación.

La Cámara no compartió el modo de ampliar la cantidad de legitimados y consideró que resultaba excesiva y desvirtuaba el proceso.

Por esta razón consideró que no podía abarcarse en la etapa en que se ejecutaba la sentencia a quienes no lo hubieran solicitado en las actuaciones. De este modo resultaban excluidos quienes a pesar de estar alojados en los hoteles clausurados, no contaban con beneficios otorgados por el GCBA. También lo estaban quienes fuesen actores en otros amparos, los que podrían reclamar en sus respectivas actuaciones.

En cambio sí comprendía a los cuatro ejecutantes, sus grupos familiares y a quienes en virtud del convenio —y en su cumplimiento— hubieran adherido a él de modo expreso en este expediente, los que podían ser identificados con sólo consultarlo.

De nuevo priorizó un criterio sencillo, basado en los propios actos de las partes, pues constituía un mecanismo alcanzado de mutuo acuerdo.

7.4.2.2. Los nuevos informes y la adecuación de las normas

De los nuevos informes surgía que si bien las ejecutantes en un primer momento habían sido trasladadas a los hoteles, de cuyas condiciones se había dado cuenta en la instancia anterior, luego le fueron propuestas diferentes modalidades que aceptaron, tales como alquileres o subsidios para viviendas transitorias.

Integradas en general en cooperativas que proporcionaron diferentes soluciones, que el GCBA se comprometió a concretar (ejemplo alquiler de un inmueble), o con apoyo profesional y asesoramiento en vías de recibir los beneficios de la aplicación del decreto 1234/2004 y sus modificatorias  y complementarias, según sus posibilidades podían acceder a créditos, adquisición de terrenos en cooperativas, planes de autoconstrucción, con asesoramiento técnico, aporte de materiales, etc. parecían haber encontrado un camino posible para ir en forma progresiva solucionando el conflicto.

El mencionado decreto también creaba una comisión ejecutora y diversos mecanismos de inspección y consulta, que prácticamente se superponían con lo ordenado (en parte por el juez de grado), razón por la cual se dejaron sin efecto el embargo, la comisión y demás disposiciones de la sentencia del 16 de julio de 2004 (se revocaron los puntos 2, 3, 4, 6, 7, y 8).

Con relación a las sanciones conminatorias aplicadas a los tres funcionarios, luego de descartarse las impuestas al Jefe de Gobierno por defecto en la notificación, se revocaron parcialmente las restantes (Secretario de Desarrollo Social y Presidente del Instituto de la Vivienda) pero adecuando el monto (se lo disminuyó a la mitad) y las fechas de inicio (compromiso adquirido en el convenio) y de fin del incumplimiento (fecha del informe presentado en Cámara).
7.4.3.  En el Tribunal Superior de Justicia

Esta vez, al ser apreciadas las novedades normativas, a la luz de los hechos transcurridos a posteriori de la sentencia, por la propia Cámara, sólo llegó como queja al Tribunal Superior de Justicia el conflicto relativo a las sanciones conminatorias aplicadas a los funcionarios.

En ese único aspecto se revocó la sentencia de segunda instancia, por diversos fundamentos expresados en los cuatro votos de los jueces del Tribunal.

Es de hacer notar que en la mayoría de ellos se hace mención al fallo de juez de grado con sentido notablemente crítico.

8. El rol de los órganos del estado. Conclusiones

En este flamante siglo, sería de sumo interés elaborar estos temas sin tanto temor a pensar los problemas y los conflictos con libertad. Las propuestas de trabajo, siempre que sean serias, metódicas y con el debido respeto por las normas y las instituciones, deben avanzar sin perder de vista al hombre y su dignidad.

8.1. La doctrina, la jurisprudencia, los “precedentes” y el ejercicio de las funciones

Utilizamos los términos doctrina, jurisprudencia, “precedentes” y ejercicio de las funciones, en muchos pasajes de este artículo, por considerarlos centrales en su desarrollo.

Si bien todos sabemos a qué se refiere cada uno, resulta interesante ver cuál es su influencia recíproca y en qué medida son utilizados de modo tal, que puedan terminar generando confusión.

Los análisis doctrinarios podrán tener como material tanto a la forma en que se ejercen las diversas funciones del Estado, (ejecutiva, legislativa y judicial), en general, como al producido de la actividad del Poder Judicial, en particular. A su vez, esta última puede estudiarse desmenuzando un único caso, un grupo de ellos o bien las tendencias de un tribunal a través de sus sentencias.

En cualquiera de estas opciones, a pesar de pretenderse obtener criterios generales, deberá tenerse en cuenta siempre la realidad fáctica que diera origen al fallo, de lo contrario puede suceder que sean aplicados de manera indebida a cuestiones no consideradas por el tribunal y que, de ser tenidas en cuenta, permitirían arribar a decisiones distintas.

En cuanto a la jurisprudencia, entendida como la reiteración de soluciones para casos análogos, puede decirse que es aquí cuando debe atenderse con mayor cuidado frente a qué hechos es que se resolvió de determinada manera, pues como aconseja Genaro Carrió
 siempre existe la posibilidad de encontrar un hecho diferencial, que permita al tribunal concluir de manera diversa a las anteriores.

Y como lo menciona Agustín Gordillo, deben leerse muchos pronunciamientos de esa manera para extraer una cierta tendencia, que así y todo puede mudar.

Por eso, no debe confundirse —y mucho menos temerse— al “precedente” ya que éste no funciona de la manera en que lo hace en otros sistemas como el anglosajón, por ejemplo.

A su vez, quien se encuentra ejerciendo una función, debe tener presente qué es lo que se requiere de ella y cuál es la competencia que le ha sido otorgada. Por ende, debe conocer, analizar e interpretar las normas que la otorgan en forma expresa o razonablemente implícita, sin olvidar la jerarquía con que se relacionan.

El juez debe resolver una controversia aplicando la normas y principios jurídicos. Será así como indagará la forma en que han ocurrido los hechos, cuáles de los que considere relevantes han sido probados y de qué modo, e interpretar ese marco jurídico para componer el litigio con criterio de justicia.

Para que la legalidad y razonabilidad de lo decidido pueda ser apreciada por otros, deberá explicar de qué manera y por qué fundamentos llegó a ese resultado.

Desde ya que podrá incluir en esta tarea, a desarrollos doctrinarios que le permitan darse a entender con mayor facilidad, pero de ninguna manera implica que en cada considerando deba detallar todo lo que se ha dicho sobre la materia o instituto que analiza, pues equivoca el lugar y la función. Está resolviendo un caso y no haciendo doctrina.

Por otra parte, y como dijimos antes, es fundamental que detalle cuál es la realidad que contempla para entender cómo es que aplica las normas y principios jurídicos.

Por ello, si bien se pueden extraer conclusiones genéricas sobre los problemas sociales o conceptualizar algunas cuestiones para saber de qué manera estamos considerando un tema, creemos que es inconveniente trasladarlas a la resolución de conflictos como máximas en las que haya que subsumirla.

Claro, la propuesta es mas compleja y requiere mucho trabajo de todos lo órganos del Estado, de la sociedad y de los individuos.

La experiencia relatada delata la posibilidad cierta de cumplir los imperativos constitucionales por parte de los tres poderes, en forma progresiva, sin que a cada paso lo decidido sea considerado como injerencia en la esfera de los otros.

Si pudieran dejarse de lado los sentimientos que trasuntan muchos pronunciamientos judiciales, aunque no sean revelados en forma expresa, pero que delatan enojos, contrariedades, valoraciones personales, de los jueces, quedaría como sustancia la propia composición del conflicto.
 ¿Cumple o no con las normas y los principios constitucionales y supranacionales?

Todo lo adicional puede ser revocado, criticado o, como dice el refrán, separada la paja del trigo. Si al enojo de un tribunal se va sumando paulatinamente el evidente disgusto de otros, de las partes, de los doctrinarios, de los gobernantes, etc. puede correrse el grave riesgo de perderse de vista el objetivo principal que es el de hacer justicia.

8.2. Los hechos y el derecho

Según una las definiciones de las funciones del Estado, siguiendo un criterio mixto (orgánico – funcional)
, el Poder Legislativo es el encargado del dictado de normas generales imperativas y obligatorias de acuerdo al procedimiento para la formación y sanción de las leyes.

En su cometido, el legislador debe considerar un vasto sector de la realidad que comprende a un grupo indeterminado de personas, pero parte sin duda del estudio de los hechos pasados, para regir los presentes con vista al futuro y hasta tanto la norma sea modificada o derogada.

El Poder Ejecutivo, cuya función ha sido la mas difícil de definir,
 también deberá contemplar los hechos para lograr un adecuado funcionamiento de los servicios públicos, resolver un recurso o cualquiera de las otras actividades que requiera desempeñar.

El papel de los hechos en la tarea del Poder Judicial para resolver una controversia con fuerza de verdad legal, vale decir impartida por un órgano imparcial e independiente, ha sido largamente expuesta en los puntos que anteceden.

Como quiera que se lo defina, creemos —siguiendo en esto fervorosamente a Agustín Gordillo—, que en un caso de derecho, lo más importante son los hechos.
 No lo único, pero sí lo de mayor relevancia.

8.3. El cumplimiento de normas y principios jurídicos

A veces, el pretender poner de relieve aquello que muchos pasan por alto, puede inducir a confusiones que es bueno abortar desde un principio —lo hemos hecho en varias oportunidades en este artículo— y conviene recalcarlo cada vez que se pueda.

Que no se nos impute propender a las soluciones sin observar las normas. Está claro que su conjunto y los principios que de ellas dimanan, forman el marco jurídico dentro del cual se deberán resolver los casos, interpretándolos de manera razonable.

No a través de soluciones mágicas, voluntaristas, impartidas por jueces “justicieros”, sino por las diferentes maneras de componer los conflictos, que en tanto sean fundadas de modo adecuado y suficiente, podrán ser controladas también dentro del ordenamiento jurídico, o criticadas por la doctrina, la sociedad o —más modernamente— por los medios periodísticos.

8.4. Los órganos del Estado y la división de poderes en la operatividad
 de los derechos sociales

La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cumple un rol fundamental en la distribución de competencias relacionadas con el derecho a una vivienda digna, pues además de enunciar las facultades que corresponde a cada poder, regula en particular de manera muy detallada la forma en que deben desplegarlas para lograr los objetivos que declara.

No sólo impone obligaciones positivas a los tres órganos estatales en sus artículos 11, 17, 18, 20, 27 y en especial el artículo 31, sino que manda interpretarla de buena fe, sin que los derechos y garantías que consagra puedan ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación, así como tampoco ésta pueda cercenarlos (artículo 10).

A lo ya analizado en los puntos que anteceden, pueden agregarse algunas conclusiones más vinculadas al caso Ramallo.

Hemos dejado al lector en el numeral 7, un relato lo más libre posible de interpretaciones, acotando aquello que se consideró indispensable, a efectos de que pueda extraerse la mayor riqueza de lo acontecido.

Ahora, trataremos de sintetizar algunas conclusiones de interés y que completan nuestro pensamiento sobre este delicado y doloroso tema.

Creemos importante resaltar el diferente desarrollo y tratamiento que dieron los jueces de las tres instancias para componer el conflicto principal planteado por las partes en el proceso, por un lado, comparado con el que otorgaran al de ejecución de sentencia, por el otro.

En el primer caso, básicamente coincidieron en declarar la vigencia y operatividad del derecho reclamado por los actores. El magistrado de la primera instancia ordenó algunas cuestiones que fueron pensadas y resueltas de manera diferente por la Cámara, que privilegió que las soluciones concretas fueran proporcionadas por la demandada, para luego sí permitir –si así era solicitado- el control sobre las medias adoptadas, o bien, respecto de su omisión. Luego, el Tribunal Superior de Justicia desestimó los agravios de los recurrentes, por entender que en definitiva sus actos se habían adecuado a los decidido por el tribunal de alzada y coincidió con ésta en que las diferencias existentes debían zanjarse al ejecutar el fallo.

En especial recomendamos realizar una lectura de los dos pronunciamientos del máximo tribunal local en los citados autos “Ramallo” y “Selzer”
. Creemos de suma riqueza evaluar las diferencias existentes, ya que una ligera apreciación de la recaída en la última causa mencionada, puede llevar a realizar una interpretación equivocada del conflicto global.

Nos parece esencial destacar que sí funcionaron adecuadamente:

a) La inmediación y el conocimiento acabado de los hechos por los jueces;

b) Las soluciones consensuadas entre las partes;

c) La decisión de reconocer el derecho y obligar a los poderes a actuar progresivamente, en respeto de las normas supranacionales y constitucionales;

d) El superar las aprehensiones y temores que generan la masividad y poder analizarlas para reconducir los conflictos hacia las cuestiones particulares y diferenciales, siempre que el tipo de controversia lo permita, y en tanto se encuentren en sede judicial;

e) El aprovechamiento de las posibilidades concretas de los reclamantes para superar los períodos críticos por sobre la protesta por judicializar los problemas sociales.

A pesar de las dificultades subsistentes y de que el ejercicio de las funciones requiere un aprendizaje diario, nos parece alentador el progreso en la forma de interpretar los principios republicanos, que permita a cada órgano ejercer fielmente su tarea.

Creemos que la sociedad de la que formamos parte debe comprometerse a observar comportamientos democráticos y solidarios para superar los de opresión y violaciones constitucionales diversas que sufrimos por décadas.

Quienes desempeñamos tareas docentes, académicas y/o nos encontramos ejerciendo cargos en cualquiera de los poderes del Estado debemos saber que ese no es un privilegio para la obtención de beneficios personales. Muy por el contrario, en este verdadero reino del revés en el que vivimos, constituye una obligación que ha sido conferida para —ni más ni menos — cumplir y hacer cumplir efectivamente las normas y principios constitucionales.

De ello deberemos dar cuenta frente a las generaciones futuras, y frente a los vastos sectores de la sociedad que hoy resultan muchas veces parecer, lamentablemente, beneficiarios de meros derechos de papel. 

� Gordillo, Agustín, “El estado de derecho en esta de emergencia”, LL, 12-X-2001, p. 1; 2001-F, 1050; Agamben, Giorgo, Estado de Excepción, Buenos Aires, Adriana Hidalgo Editora, 2003; Daniele, Nélida Mabel, “La emergencia en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, en Ahe, Dafne Soledad (Coord.), El derecho administrativo de la emergencia, II, Buenos Aires, FDA, 2002, pp. 255 – 67.


� Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, abierto a la firma en Nueva York el 19 de diciembre de 1966, aprobado por Ley 23.313 B.O. 13 de mayo de 1986.


� DUDH, en su artículo 25.1 dispone que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios;...”


DADyDH, en su artículo XI dice que “Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistenca médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.”


Artículo 11.1 del PIDESC “Los Estados Partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.”


� Artículo 14 bis, tercer párrafo: “El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de  entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.”


� También llamados derechos de tercera generación, tales como los establecidos en los artículos 41 CN (derecho al medio ambiente) o 42 CN (derechos de usuarios y consumidores).


� Artículo 43 CN. El amparo fue consagrado jurisprudencialmente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos “Siri” (Fallos: 239: 450, del año 1.957) y “Kot” (LL, 92 – 626; del año 1958), y luego fue regulada normativamente mediante el decreto – ley 16.986 en el año 1966. 


� Artículo 75 Corresponde al Congreso: inciso 22 segundo párrafo ... “el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; ... en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de la Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de la Cámara.”


� La reforma de la Constitución Nacional en el año 1.994 consagró, en su artículo 129, la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, que dictó su Constitución en el año 1.996.


� Artículo 11 “Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley.- ... La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad” ..., Título Segundo, Políticas Especiales, Capítulo Primero, artículo 17 “La Ciudad desarrolla políticas sociales coordinadas para superar las condiciones de pobreza y exclusión mediante recursos presupuestarios, técnicos y humanos”; artículo 18 “La Ciudad promueve el desarrollo humano y económico equilibrado, que evite y compense las desigualdades zonales dentro de su territorio”, Capítulo segundo, Salud, artículo 20 “Se garantiza el derecho a la salud integral que está directamente vinculada con la satisfacción de alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestido, cultura y ambiente.” Artículo 27 “La Ciudad desarrolla en forma indelegable una política de planeamiento y gestión del ambiente urbano integrada a las políticas de desarrollo económico, social y cultural, que contemple su inserción en el área metropolitana...” Capítulo Quinto, Hábitat, artículo 31 “La Ciudad reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado. Para ello: 1. Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos. 2. Auspicia la incorporación de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración urbanística y social de los pobladores marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva. 3. Regula los establecimientos que brindan alojamiento temporario, cuidando excluir los que encubran locaciones.”


� Artículos 11, 17, 18, 20 y 27.


� Capítulo Quinto, Hábitat, artículo 31.


� CCAyT, Sala II, “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. N° 3260/0, sentencia del 12 de marzo de 2002.


� Septiembre de 2000.


� Varios jueces de la Ciudad remitieron copia de las actuaciones a sede penal para que se investigaran los hechos, lo que fue confirmado en segunda instancia.


En la Resolución N° 151/01 del 6 de julio de 2001, dictada por la Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, Alicia Oliveira, agregada a estos autos a fs. 28/41 se expresa: “El Gobierno abona $ 4,50 por persona y por día de alojamiento. Esta cantidad, que intentan justificar los funcionarios del Gobierno argumentando que es la misma suma que se le abona a CARITAS, no es en modo alguno insignificante pues importa para el Gobierno, un egreso mensual, por persona de $ 135.”


Y continúa diciendo que “Si consideramos la población que suele ‘beneficiarse’ con los diferentes programas de Promoción Social, una familia tipo está generalmente integrada por cinco o seis personas. Así que la erogación que debe realizar el Gobierno asciende a la suma, nada despreciable, de $675, por familia y por mes. Merece destacarse, en este punto, que el costo de asistencia que se proporciona supera ampliamente el valor de mercado en locaciones de inmuebles. Sin embargo, como se detallará en esta resolución, estas sumas egresan mensualmente del erario público al sólo fin de hacinar a familias numerosas, albergándolas en piezas habilitadas, a lo sumo, para dos personas, que no reúnen la superficie mínima requerida por la legislación vigente, ni cuentan con el mobiliario de dormitorios exigido, que presentan filtraciones, humedad y escasas condiciones de higiene.”


“Donde en el mejor de los casos las instalaciones sanitarias y las cocinas deben ser compartidas con otras 20 familias y donde los supuestos ‘beneficiarios’ se exponen indefensos al maltrato y al abuso de poder por parte de los dueños y encargados de los hoteles.”


Detalla que según información oficial recibida en diciembre de 2000 ... “fueron alojadas 8.618 personas en hoteles derivados por esta Secretaría. Estas cifras son alarmantes, teniendo en cuenta también que en un año el costo hotelero le insume a la Ciudad una considerable suma de $ 14.155.065. Sumado a esto, la existencia de un total de 99 hoteles contratados por el Gobierno de la Ciudad, recibiendo un promedio mensual de $ 150.000, por hotel y por año.”


� Comentando el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, ha dicho María Angélica Gelli que “La disposición, en concordancia con el nuevo inc. 19 del art. 75 de la Constitución Nacional, pone en cabeza del Estado el diseño de políticas públicas para facilitar el acceso a una vivienda digna. Las opciones legislativas para cumplir el mandato constitucional varían y dependen de las posibilidades económicas y financieras. Pero, el Estado no debe prescindir de llevar a cabo una política de desarrollo habitacional.” Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, comentada y concordada, tercera edición ampliada y actualizada, Buenos Aires, La Ley, 2005, pág. 176.


� Ordenanza 41.110, sancionada en enero de 1986 que estableció el “Programa de atención en casos de emergencia individual o familiar” (ACEIF); Ordenanza 43.821, publicada en fecha 30 de octubre de 1989 (BMCBA N° 13.648) que creó el “Programa Nuestras Familias” cuyo objetivo era asistir a las familias en riesgo social en forma operativa, ágil y dinámica, a través de un subsidio económico en un contexto de prevención y organización. Para la evaluación de prioridades tiene en cuenta la carencia de vivienda por desalojo, incendio u otra contingencia no considerada catástrofe social.


El Decreto 607/97 aprobó el “Programa Integrado para personas o grupos familiares en situación de emergencia habitacional”. En su Anexo I en especial se refiere a prestar asistencia a personas y familias sin techo, otorgándose a los primeros, alternativamente, alojamiento en dormitorios, servicio de alimentación y pernocte, o albergue en el Hogar Félix Lora, servicio de tratamiento, rehabilitación y reinserción social, y para los núcleos familiares, alojamiento en el hogar 26 de Julio, servicio de tratamiento, rehabilitación y reinserción social, o el pago de hotel por quince días a través del programa ACEIF, o el alojamiento transitorio en unidades que conformen la red de ayuda a los sin techo.


Este decreto tuvo varias reglamentaciones, a saber: Resolución 130/2000 de la Secretaría de Promoción Social, por la que se realizó la convocatoria a titulares de hoteles o casas de pensión para cubrir el alojamiento; Resoluciones 21-SSGS-2001 y 36-SSGAS-2001 sobre funcionamiento y condiciones de admisión; Resolución 102-SPS-2001 que reglamentó el subsidio habitacional para el supuesto del Programa Nuestras Familias que así lo preveía, por única vez, en un plazo de seis meses (que podían cobrarse en una o varias cuotas).


Un análisis completo y exhaustivo de la normativa y de la situación existente puede verse en el dictamen del Asesor Tutelar ante la primera y segunda instancia obrante a fojas 313/329 en autos “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. N° 3260/0.


� Es interesante recordar que hasta el cambio de status de la Ciudad, el órgano legislativo era el ex-Concejo Deliberante.


� Tal como la ex Comisión Municipal de la Vivienda o el actual Instituto de la Vivienda.


� Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina. Comentada y Concordada, Buenos Aires, La Ley, 2005, 3ª ed., comentario al art. 116, pp. 960-85; Miller, Gelli y Cayuso, Constitución y poder político, t. 1, Buenos Aires, Astrea, 1995, 2ª reimpresión, cap. II, ap. B). 


� CSJN, caso Sojo, Fallos, 32: 120.


� Decimos en principio, pues en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, se ha contemplado la acción declarativa de inconstitucionalidad, como control abstracto otorgado al Tribunal Superior de Justicia, que parte del principio contrario. En efecto, para que esta herramienta resulte procedente, no debe haber caso o controversia particular. Sin embargo, es una excepción que confirma la regla, por cuanto la propia norma superior consagra mecanismos para evitar quebrar la división de poderes (artículo 113 inciso 2 de la CCABA).


� CSJN, Fallos, 95: 51, entre muchos otros.


� Gordillo, Agustín, El método en derecho, Madrid, Civitas, 1999, 2º reimpresión; Tratado de derecho administrativo, t. I, Parte general, Buenos Aires, FDA, 2003, 8º ed., cap. I; Introducción al derecho, edición como e-book en � HIPERVÍNCULO http://www.gordillo.com ��www.gordillo.com� y � HIPERVÍNCULO http://www.gordillo.com.ar; ��www.gordillo.com.ar�; An introduction to law, versión en inglés y Une introduction au droit, versión francesa, ambas con prólogo de Spyridon Flogaitis, Londres, Esperia, 2003.  


� Cámara Contencioso Administrativa y Tributaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CCAyT), Sala II, en autos “Fernández, Silvia Graciela y otros c/ G.C.B.A. s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, Expte N° 2810”


� (CCAyT), Sala II, en autos “Fernández, Silvia Graciela y otros c/ G.C.B.A. s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte N° 2810” La Procuración General de la Ciudad, en representación del GCBA sostuvo “que la acción intentada resulta improcedente atento la inexistencia de un acto u omisión lesiva de los derechos de los actores, por cuanto ‘no hay acto manifiestamente ilegítimo, ni tampoco una situación de inactividad (u omisión) ostensiblemente ilegal o arbitraria. Tampoco concurren en la especie hechos materiales sin cobertura jurídica (vías de hecho).’” “Expresó que tampoco se observa la presencia de una obligación jurídica incumplida. En este sentido afirmó que las disposiciones normativas relativas al derecho a la vivienda contenidas en el artículo 14 bis de la C.N. y 31 y cc. de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires ‘no otorga(n) a los amparistas, ni al resto de los habitantes de la Ciudad, un derecho subjetivo cierto y operativo que lo habilite a exigir al G.C.B.A. el otorgamiento de una vivienda y/o los medios económicos necesarios para tales fines.’”


“Añadió en tal inteligencia que, ‘las cuestiones en tal sentido traídas a debate por los actores no integran el mundo jurídico y se encuentran exentas de la intervención del Poder Judicial, dado que pertenecen al campo social y se subsumen dentro de las políticas sociales establecidas por las autoridades competentes.’”


“Finalmente, afirmó que ‘la pretensión amparista integra la categoría de lo hipotético, imaginario, irreal, dado que no existe acto ni omisión lesiva que pueda atribuirse a las autoridades del G.C.B.A.’” ...


� En autos “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. EXP N° 3260/0 en la presentación de su informe el Poder Ejecutivo manifestó que “Los actores han excedido largamente los plazos de quince días o seis meses ..., por lo que no puede (sic) considerarse incluidos en tales planes o programas.”


Y también que “teniendo en cuenta la complejidad extrema que la cuestión plantea hemos insistido en la gradualidad del proceso, toda vez que cualquier cambio o modificación de un programa que incluye a 8000 personas y que lleva más de diez años de creada generaría necesariamente un impacto en los actores involucrados, tanto en los prestadores de servicio, como en las familias beneficiarias.”


En especial consideraron que “como la situación se extiende en el tiempo y en la cantidad de familias afectadas, queda en claro que no se trata de una cuestión coyuntural, sino estructural. En este punto corresponde advertir que la causa estructural que origina la emergencia no puede ser revertida solamente desde la acción social. Es absurdo poner en cabeza del G.C.B.A., y de sus habitantes a través del pago de los tributos respectivos, la solución a los graves problemas que asolan el país. No es posible cargar sobre esta Ciudad, a la que virtualmente se ‘huye’, por las mejores condiciones sociales de nuestra jurisdicción, la asistencia social a todos los  habitantes de la nación o de países vecinos. A las autoridades de la ciudad, sólo les cabe la adopción de todas las medidas que estén a su alcance, que es lo que ocurre con los planes que se han descripto.”


� Gordillo, El método en derecho, op. cit.; Tratado de derecho administrativo, t. I, Parte general, op. cit., cap. I; Introducción al derecho, op. cit.; An introduction to law, op. cit.; Une introduction au droit, op. cit.


� Citado por Gordillo, Tratado de derecho administrativo, t. I, Parte general, op. cit., cap. I, pp. 2, 24 y 38.


� Gordillo, “Los sin techo en la Ciudad de Buenos Aires”, LL, 13-V-2002; Moreno, Gustavo Daniel, “La defensa jurisdiccional de la vivienda. Inconst. del art. 463 del CCAyT de la CABA”, LL, SJDA, 26-VI-2002. 


� Este fuero fue constituido en su totalidad por concurso público y abierto, con participación de un jurado de notables y procedimiento tramitado ante el Consejo de la Magistratura, que seleccionó a un candidato para cada cargo, luego se celebró audiencia pública y se obtuvo la aprobación de la Legislatura.


� CCAyT, Sala II, en autos “Yáñez, Pablo y otros c/ GCBA s/ Amparo (artículo 14 CCABA). Incidente de apelación”. Expte. N° 3262 del 19 de octubre de 2001, entre otros.


� CCAyT, Sala II, en autos “Fernández, Silvia Graciela y otros c/ GCBA s/ Amparo (artículo 14 CCABA) del 28 de diciembre de 2001, “Asimismo [los amparistas] requirieron el dictado de una medida cautelar tendiente a que se mantenga el alojamiento en el hospedaje que les fuera signado a los actores oportunamente en el marco de los programas referidos, continuando el GCBA en las respectivas contrataciones en forma directa, como hasta el presente, haciéndose cargo de abonar los estipendios convenidos o que entiende corresponde. Ello, sin perjuicio de las firma por parte de algunos de los amparistas de formularios que puedan derivar en un cambio de programa que implicaría las exclusión de los beneficiarios actuales, toda vez que tales decisiones no fueron adoptadas libremente, sino sin disponer de la información adecuada y bajo coacción”. 


� En el informe presentado por el GCBA en la causa “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA”, expte. EXP N° 3260/0 expresó que “la protección indefinida de algunas personas, como parece se pretende ocurra en casos como el de autos, inexorablemente será en desmedro de otros afectados, y producirá situaciones de exclusión, ellas sí notoriamente injustas. Tal como se viene planteando la protección que pregonan los jueces con el dictado de estas medidas cautelares se dará alojamiento exclusivamente a quienes ‘han llegado primero’, y –lo que es mas grave y a estar a lo que aquí se reclama– en forma permanente y pasando por alto las decisiones políticas de los poderes Legislativo y Ejecutivo de la Ciudad, lo que es por cierto inadmisible.”


� La CCAyT, Sala II, en los autos bajo análisis “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA”, expte. N° 3260/0 en sentencia del 12 de marzo de 2002 consideró que “ha de puntualizarse que el Comité para el Desarrollo Económico y Social, dependiente del Consejo Económico y Social de las Organización de las Naciones Unidas (O.N.U.) ha delineado el contenido del derecho al acceso a una vivienda, interpretando que no debe dársele un sentido restrictivo o que lo equipare con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza, debe considerarse mas bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Ello por cuanto la necesidad de establecer la armónica relación del mentado derecho con la dignidad humana, impone el reconocimiento del derecho a una vivienda adecuada, tal como lo refiere el artículo 11 del PIDESC (“El derecho a una vivienda adecuada”, párrafo 1 del artículo 11 del PIDESC, Observación General 4, correspondiente al sexto período de sesiones, año 1991, puntos 7 a 9).”


“En relación con los deberes que implica la tutela de tal derecho para los estados partes del Pacto, se ha establecido que debe otorgar  prioridad a los grupos sociales que viven en condiciones desfavorables, concediéndoles una atención especial. No resultan óbice para ello las dificultades económicas que pueda padecer un estado para cumplir con aquellos deberes por cuanto ‘... las obligaciones dimanantes del Pacto continúan aplicándose y son quizás más pertinentes durante tiempos de contracción económica. Por consiguiente, parece al Comité que un deterioro general en las condiciones de vida y vivienda, que sería directamente atribuible a las decisiones de política general y a las medidas legislativas de los Estados Partes, y a falta de medidas compensatorias concomitantes, contradiría las obligaciones dimanantes del Pacto’ (conforme, Punto 11 de la Observación General N° 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).”


� La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha citado a las Observaciones del Comité DESC a los efectos de la aplicación del Pacto, por ejemplo en autos “Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social – Secretaría de Programas de Salud y Banco de Drogas Neoplásicas, sentencia del 24 de octubre de 2000, en su considerando 9°.


� CCAyT, Sala II, en autos “Fernández, Silvia Graciela y otros c/ GCBA s/ Amparo (artículo 14 CCABA) del 28 de diciembre de 2001, “En esta inteligencia, solicitaron ‘el estricto y definitivo cumplimiento de los objetivos generales y específicos de los programas en lo(s) que ingresamos originalmente, a raíz de ello que el egreso de los mentados programas sea efectuado una vez que se haya evaluado caso por caso de manera efectiva, concreta, pormenorizada el cumplimiento de aquellos objetivos y no de forma masiva y sin ningún tipo de evaluación particular como se pretende hacer’ y, paralelamente, ‘la adecuación del hotel a la normativa vigente en la materia’”.


� “Silva Mora, Griselda y otros c/ GCBA s/ amparo”, expte. 2809, de fecha 28 de diciembre de 2001.


� Es de destacar que en una de las audiencias, uno de los actores pidió disculpas al tribunal por tener que retirarse, pues ese día había conseguido una “changa” y no podía darse el lujo de perder  su paga.


� Gordillo, “Hay jueces en la Argentina: La inconstitucionalidad de la prohibición de imponer astreintes a los funcionarios públicos”,  LL, 2004-C, 152. 


� V. fs. 2/16 del expte Ramallo citado.


� Con fecha 14 de diciembre de 2001 a fs. 334/346 en los citados autos “Ramallo.”


� CCAyT, Sala II, en  autos “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. N° 3260/0, sentencia del 12 de marzo de 2002.


� V. fs. 640/657 en autos “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. N° 3260/0.


Luego de un muy interesante desarrollo, concluyen que “del conjunto de principios jurídicos provenientes del derecho internacional de los derechos humanos, del derecho constitucional argentino y de la Ciudad de Buenos Aires expresados en este memorial que:


La creación de los programas de asistencia habitacional no fueron meros actos discrecionales, sino que fijaron el contenido mínimo del derecho a la vivienda digna en el ámbito local. Este principio se ve vulnerado con la reducción intempestiva de la obligación asumida.


El Gobierno de la Ciudad viola el principio de los actos propios cuando pretende invocar los plazos de vigencia de las prestaciones como causa de la extinción del beneficio reconocido por su propia actividad.


La violación del derecho a la vivienda de los amparistas, no encuentra justificación en la mera afirmación de falta de recursos o la declaración de emergencia económica.


La intempestiva interrupción de las prestaciones habitacionales constituye una medida regresiva que viola el principio de no regresividad de los derechos sociales, sin haberse acreditado las causas de justificación habilitas (sic) por el PIDESC.


La decisión del Gobierno de la ciudad omite considerar la especial situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las personas beneficiarias de los programas mencionados, constituyendo una violación de la obligación de “dar prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos”.


El acto impugnado por los amparistas viola los estándares sobre el derecho a la vivienda definidos por las normas internacionales incorporadas a la constitución nacional y local, a saber:


Seguridad jurídica: porque genera una incertidumbre con relación a la continuidad de la asistencia habitacional, al poner en peligro la vigencia del derecho a la vivienda digna.


Gastos soportables y accesibilidad: porque produce que un grupo vulnerable se vea impedido de acceder a una vivienda por su condición económica.


Prohibición de desalojos forzosos: porque la ejecución de las nuevas medidas dispuestas por el Gobierno de la Ciudad implicarán el desalojo forzoso y masivo de 8093 personas que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad socioeconómica.


El Gobierno de la Ciudad no ha acreditado la producción de información exigida para la definición de una política habitacional acorde con las exigencias del PIDESC, lo que impide asimismo “desarrollar acciones para resolver de manera progresiva del (sic) déficit habitacional” de la ciudad.”


� Expte N° 1561/92 “Ramallo, Beatriz y otros c/ GCBA s/ amparo (art. 14, CCABA) s/ recurso de inconstitucionalidad concedido” y su acumulado Expte N° 1548/02 “GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado”, sentencia del primero de noviembre de 2002.


� En especial el Decreto 895/02 del 31 de julio de 2002 (BOCBA N° 1503 del 13 de agosto de 2002) y las Resoluciones N° 193/SDS/02 del 16 de agosto de 2002 (BOCBA N° 1514 del 29 de agosto de 2002) y 216/SDS/02 del 28 de agosto de 2002 (BOCBA N° 1518 del 4 de septiembre de 2002).


� Punto 7 de los fundamentos “Lo expuesto muestra que las autoridades administrativas de la Ciudad han adecuado las normas vigentes a lo dispuesto por la Cámara en su sentencia. Las eventuales e hipotéticas divergencias que pudieran suscitarse deberán ser resueltas por los jueces de la causa al controlar la ejecución de la sentencia, y no corresponde que sean resueltas en al ámbito acotado que aporta un recurso de carácter extraordinario, como el de inconstitucionalidad.”


� Fs. 753/758 del expediente “Ramallo, Beatriz contra GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. EXP N° 3260/0”, de la denuncia de incumplimiento de la actora Ovando surge que “las condiciones de habitabilidad en las que vivimos en este hotel lejos están de cumplir con lo normado. El hotel Montreal adolece de las más mínimas condiciones de higiene, de seguridad y habitabilidad; las condicones de alojamiento son de tipo infrahumano afectándose la dignidad y el decoro de quienes allí vivimos.” Y en su caso particular agrega que “En la habitación que me han otorgado, además de ser muy pequeña, las paredes están rotas y mojadas por la humedad que tiene. El piso también está roto.”


“La habitación no cuenta con baño privado, por lo que debemos utilizar el baño común, en el que hay 2 inodoros y dos duchas (una no funciona) para aproximadamente 20 personas.”


“Constantemente nos cortan el gas, la luz y el agua.”


“La higiene en la cocina es inexistente, por lo que hay una gran cantidad de cucarachas que circulan libremente por el lugar.”


“Los lugares comunes también suelen estar muy sucios; en general, la higiene en el hotel está ausente.”


� La que se concretó el 20 de mayo de 2004.


� V. fs. 958/959 en autos “Ramallo” el 27 de mayo de 2004.


� La Procuración General de la Ciudad había solicitado la nulidad de la audiencia, pero luego de avisorar la posibilidad de un acuerdo dejó sin efecto ese pedido.


� Así expresó que: “El presente amparo se inició hace casi tres años y pese a encontrarse firme la sentencia de la Excma. Cámara del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario que ordena brindar a los accionantes ADECUADA cobertura en materia habitacional, el GCBA mantiene a los beneficiarios del plan gubernamental alojados en condiciones indignas y en establecimientos hoteleros que, paradójicamente, el propio gobierno ha clausurado por no reunir las más elementales condiciones de higiene y seguridad.”


“El plazo de sesenta días para el cumplimiento establecido por el art. 395 del Código Contencioso local, se encuentra ampliamente vencido.” 


“El Tribunal a mi cargo ha intentado infructuosamente y por todos los medios a su alcance propender a la concreción de soluciones concertadas y efectivas que posibiliten a los accionantes el goce de su derecho constitucional a una vivienda digna (art. 31 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires):”�         “Sin embargo, tanto la gestión judicial del suscripto cuanto la de los integrantes del Ministerio Público se ha visto frustrada por la inoperancia, la desidia y el desinterés gubernamental, que queda evidenciado en todas las constancias de autos y en el hecho irrefutable de que los actores se encuentran hoy en condiciones aún peores que las registradas al momento de iniciarse los actuados.”


“El cuadro descripto no sólo es grave por lo que implica de por sí el incumplimiento del estado local, sino por la franca desobediencia a la sentencia judicial confirmatoria de la Cámara de Apelaciones, puesta en evidencia por el gobierno.”


“Agotadas todas las instancias procesales previstas para el normal cumplimiento del decisorio, cabe ahora la aplicación de otros mecanismo de compulsión legalmente previstos, que posibiliten el acatamiento definitivo de la sentencia.”


 “... La situación es aún más reprochable para el Poder Ejecutivo, si se tiene presente el actual estado financiero superavitario de las arcas locales y las constancias adjuntas que inclusive acreditan la existencia de excedentes dinerarios sin afectación.”


Los párrafos anteriores corresponden a la sentencia del 5 de julio de 2004, de fs. 1157/1159 de los ya citados autos “Ramallo”, expte. 3260/0.


� BOBCA N° 1985 del 20/07/2004.


� La Dra. Ana María Conde no votó por encontrarse de licencia. El juez Maier revocó las astreintes impuestas al presidente del IVC, fundamentalmente por no haber sido parte en el proceso, no tener el organismo competencia para la clausura de hoteles y haberse comprometido en el convenio para cuestiones diferentes de aquellas por las que se aplicaron las sanciones. Extiende la solución a los otros funcionarios por entender que el proceso no tuvo medidas ni límites. El juez Casás, además de adherir al voto del juez Maier, comparte los argumentos de la Cámara en relación a las astreintes de las que se agravia el Jefe de Gobierno y su revocación. Lo propio manifiesta que corresponde respecto del Secretario de Desarrollo Social, pero por entender que no era el máximo responsable, sino que tal función le correspondía al Jefe de Gobierno. El Dr. Lozano vota por la revocación, basado fundamentalmente en que para imponer astreintes es necesario una manda no sólo fáctica y jurídicamente posible, sino suficientemente específica, y relativa a conductas que dependan de la exclusiva voluntad del sujeto conminado. La jueza Ruiz funda la necesidad de dejar sin efecto las sanciones principalmente en la incoherencia en que cree que incurre la Cámara al revocar la sentencia de primera instancia en todo cuanto decide, salvo las astreintes. Entiende que esa falta de coherencia torna arbitrario el pronunciamiento.
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